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        Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos  Aires

Buenos Aires, 3 de febrero de 2003.
RES. Nº  18/2003

VISTO:

Lo dispuesto por la Resolución CM N° 4/2002, de fecha 20 de diciembre de 2002, por la que el Consejo asume las funciones de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria; y

CONSIDERANDO:

Que dicha Dirección ha sido dotada de misiones y funciones de trascendencia para el funcionamiento del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Que en ese sentido la Resolución CM N° 301/2002 dictada por el  Consejo en su anterior composición, determinó que la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, es la dependencia que da apoyo organizativo, operativo y tecnológico a todos los organismos del Poder Judicial.

Que asimismo, organiza los sistemas administrativos y contables y autoriza el pago de haberes al personal, además de supervisar el funcionamiento de las unidades administrativas de ejecución presupuestaria y oficinas de enlace de cada fuero.

Que, además, interviene en los procedimientos de compras y contrataciones y las autoriza o aprueba, conforme las normas vigentes, entre otras funciones.

Que, el Plenario del Consejo de la Magistratura, en su actual composición, dictó la Resolución  CM N° 4/2002, por la cual dispuso asumir las funciones de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria en forma transitoria, a efectos de posibilitar el análisis de la organización funcional de los distintos sectores concentrados en la dependencia.

Que se ha constatado la inexistencia de un pliego aprobado de condiciones generales que sirva de base para las contrataciones que se efectúen mediante el procedimiento de licitación, así como la de un área específica encargada de dictaminar respecto de los aspectos legales de las contrataciones. Por igual, se verifica la superposición de funciones dentro de la Comisión de Preadjudicación que fuera creada por Resolución CM N° 259/2000. Lo expuesto contraviene principios elementales de control por oposición y ha sido observado por la Auditoría General de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, al confeccionar su informe preliminar respecto del relevamiento efectuado en este organismo (octubre 2000).

Que las falencias y cuestiones antes referidas no han sido debidamente resueltas mediante la aprobación por parte del Consejo, en su anterior composición, de la Resolución CM Nº 301/2002 ya citada.

Que, así las cosas, se advierte la necesidad de disponer la intervención de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, cuyas funciones se encuentran actualmente a cargo del Plenario, que será llevada a cabo por profesionales cuya capacitación satisfaga adecuadamente los requerimientos del área.

Que por razones de conveniencia y dada la conexidad existente, resulta oportuno que la Dirección de Coordinación Administrativa quede bajo la dependencia funcional de la intervención, en forma transitoria y por el tiempo que dure la misma. 

Que resulta aconsejable que la intervención dispuesta se extienda  por un período razonable, que se estima  prudente fijar en noventa días, en tanto el Consejo elabora el diseño de las distintas funciones y acciones que le competerán a  las Direcciones intervenidas.

Que, asimismo, se considera imprescindible la participación del Dr. Carlos Eduardo Albacete, con funciones de asesoramiento y coordinación de la intervención.

Por ello, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y la Ley Nº 31,  

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE:

Art. 1°: Dispónese la intervención técnica y ejecutiva, por el término de noventa (90) días, de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. La Dirección de Coordinación Administrativa dependerá funcionalmente de dicha intervención, por el lapso que dure la misma.  

Art. 2°: Se designa interventores, en forma conjunta, a los Abogados Dres. FABIO DANTE ONA (D.N.I. 17.523.539)  y MARIO HECTOR JUSID (D.N.I. 10.996.989), con una remuneración neta  de PESOS CUATRO MIL ($ 4.000) mensuales  cada uno;  y a los Contadores Públicos Nacionales Dres. CARLOS DANIEL ALVAREZ (D.N.I. 7.374.970)  y OSVALDO ANTONIO PUENTE (D.N.I. 7.837.841) (estos últimos en forma alterna y con dedicación parcial), con una remuneración mensual neta de PESOS DOS MIL ($ 2.000) cada uno; quienes se desempeñarán formando parte de la Planta Temporaria del Consejo de la Magistratura y por el plazo de noventa (90) días. Los antecedentes de los profesionales designados, obran como anexos I a IV de la presente Resolución

Art. 3°: Los interventores cumplirán las funciones que resultan asignadas a la Dirección General de Ejecución Presupuestaria por la Resolución CM 301/2002, como así también las de supervisión y control de la Dirección de Coordinación Administrativa.  Las disposiciones se adoptarán con la firma conjunta de los Dres. Ona, Jusid y de uno cualquiera  de los otros dos integrantes del equipo. 

Art. 4°: Los Directores y Jefes de Departamento de las áreas comprendidas en la presente cumplirán las disposiciones  que la intervención adopte y  asistirán, en todo cuanto les sea requerido, a los profesionales que la integran.

Art. 5°: Se designa al Contador Público Nacional Dr. CARLOS EDUARDO ALBACETE para asesorar y coordinar las funciones de la intervención. El dictamen de dicho profesional tendrá carácter  previo  y obligatorio en cada disposición que la intervención deba adoptar en ejercicio de las atribuciones que le son adjudicadas en la presente. 

Art. 6°: El Contador Público Nacional Dr. CARLOS EDUARDO ALBACETE  tendrá las siguientes funciones:

a) Dictaminar en forma previa respecto de los actos de ejecución del presupuesto del Poder Judicial de la Ciudad y asistir al Plenario del Consejo de la Magistratura en las funciones que guardan relación con el subprograma de financiación de los cometidos del Consejo y brindarle el asesoramiento que el mismo requiera.

b) Emitir las recomendaciones que considere necesarias para organizar la administración financiera, contable y de ejecución presupuestaria.

c) Asesorar a la intervención y al Plenario sobre las modificaciones organizativas, operativas y tecnológicas de los organismos del Poder Judicial y del Consejo de la Magistratura procurando la homogeneización y compatibilidad entre los mismos.

d) Asistir en la organización o reorganización de los sistemas administrativos y contables.

e) Dictaminar sobre las liquidaciones de haberes del personal

f) Dictaminar sobre el funcionamiento de las unidades administrativas de ejecución presupuestaria y las oficinas de Enlace de cada Fuero.

g) Dictaminar en los procedimientos de compras y contrataciones y en la ejecución de las liquidaciones y pagos según la normativa vigente

h) Analizar la organización y funcionamiento del Depósito Judicial efectuando recomendaciones respecto a sus procedimientos.

i) Dictaminar las solicitudes y reclamos por bienes y servicios de los Magistrados  y Funcionarios del Poder Judicial y del Consejo de la Magistratura.

j) Dictaminar sobre el cumplimiento efectivo de los sistemas administrativos.

k) Asesorar sobre la confección del inventario general de bienes del Poder Judicial y del Consejo de la Magistratura y su registro patrimonial conforme la normativa vigente en la materia.

l) Proponer al Plenario del Consejo las medidas necesarias para optimizar los procedimientos y la ejecución de las funciones de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria y las Direcciones y demás dependencias que la integran, como así de la Dirección de Coordinación Administrativa.

Art.7°: Apruébese la contratación directa del Contador Público Nacional  Dr. CARLOS EDUARDO ALBACETE (D.N.I. 5.311.877), cuyos antecedentes obran  como Anexo V de la presente, a partir del día 3 de febrero de 2003 y por el plazo de 90 días, en los términos y condiciones del  contrato que como Anexo VI  forma parte de esta Resolución.

Art. 8°: Acéptase la renuncia presentada por el  Dr. Fabio Dante Ona al cargo de Asesor en la Unidad Consejero del Dr. Juan Sebastián De Stefano. 

Art.9°:  Encomiéndase a la Dra. María Celia Marsili y al Dr. Juan Sebastián de Stefano a que, en representación del Consejo, suscriban en forma conjunta el contrato referido en el artículo 7°. 

Art.10°: Regístrese, comuníquese a los titulares de todas las dependencias del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y luego archívese. 

RESOLUCION N°  18/2003

Bettina Paula Castorino



 Juan Sebastián De Stefano

María Magdalena Iráizoz     

            Abel M. Fleitas Ortiz de Rozas

María Celia Marsili



 
Diego May Zubiría
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